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«Va ser el compromiso de los co-
lectivos sociales y la acción re-
suelta de los abogados que, es-
toy convencido, encontrará am-
paro en los jueces, la que sirva 
para frenar de una vez las eje-
cuciones hipotecarias y los de-
sahucios en España. Y como casi 
siempre ha sucedido, la base ju-
rídica se asentará en conceptos 
que nos vienen de fuera, de Eu-
ropa», dice José Miguel Caride, 
abogado ourensano de 48 años, 
24 ya en la profesión, al hablar 
del primer acto de una batalla 
que tendrá como escenario los 
juzgados de todo el país. Maña-
na lunes, por la mañana, habrá 
la presentación masiva de un es-
crito avalado por el Consejo Ge-
neral de la Abogacía que afec-
tados y defensores harán llegar 
a los jueces solicitando la sus-
pensión inmediata de los pro-
cedimientos de ejecución hipo-
tecaria de viviendas habituales.

La Plataforma de Afectados 
por la Hipoteca (PAH) y los abo-
gados han enviado copias del 
texto a deudores inmersos en 
estos procedimientos y a los co-
legios profesionales. La solicitud 
se basa en una cuestión plantea-
da por el juez Fernández Seijo, 
del Mercantil n.º 3 de Barcelona, 
ante el Tribunal de Justicia de la 
UE y que obtuvo un primer dic-
tamen favorable en el que se con-
sidera que el procedimiento de 

Hipotecados inundarán los 
juzgados con una súplica 
para frenar las ejecuciones
El escrito, avalado por el Consejo de la Abogacía, se apoya 
en el Tribunal de la UE que ve defectos en el procedimiento
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Caride dice que los requisitos para acogerse al decreto son altos. S.M. AMIL

ejecución hipotecaria español in-
cluye cláusulas abusivas e incu-
rre en indefensión del consumi-
dor según la norma comunitaria.

 «El dictamen —explica José 
Caride— aprecia que el derecho 
español contempla el vencimien-
to anticipado de las deudas hipo-
tecarias, esto es, que se puede re-
clamar toda la deuda cuando se 
han producido los primeros im-
pagos. Además, recuerda que en 
los intereses moratorios no inter-
vienen las partes, sino que son 
determinados por las entidades 
financieras. Y también, que no 
se puede impugnar el procedi-
miento, que solo cabe pagar y 
plantear otro pleito contra estos 

abusos cuando ya se ha pagado 
la deuda o perdido la vivienda». 
   Lo que los afectados van a re-
clamar mañana es que, mientras 
el Tribunal de la UE no emita 
una sentencia firme, se paralicen 
los procesos en curso. Piden ade-
más que los magistrados valoren 
si deben presentar una cuestión 
prejudicial en los mismos térmi-
nos que el juez Fernández Sei-
jo. «No sé si el tribunal resolve-
rá antes de final de año, pero po-
dría llegarse, como también se 
pide en el escrito, a una nulidad 
de los procesos de ejecución», 
explica Caride, que considera el 
texto como «el arma más eficaz 
que tenemos ahora mismo para 
frenar este drama».  

El abogado, coordinador de la 
primera Oficina de Intermedia-
ción Hipotecaria en Galicia, la 
creada en mayo por el Colegio 
Oficial de Ourense, apunta una 
nueva crítica al decreto de me-
didas de protección de los deu-
dores aprobado por el Gobierno. 
«No es solo que dicte requisi-
tos muy estrictos a los beneficia-
rios, como ya sucedió en el Có-
digo de Buenas Prácticas, es que 
tampoco se establece la correla-
ción necesaria con normas pro-
cesales para llevar a cabo la pa-
ralización de los lanzamientos». 
Y apunta que «es imposible de-
terminar de una manera objetiva 
los supuestos de desposesión hu-
mana, como pretende el decre-
to, hay miles de casos y deben 
tratarse de forma individual». 

La Oficina de Intermediación Hi-
potecaria de Ourense se creó con 
el apoyo del Concello, que cubre 
gastos de teléfono y material. Las 
consultas (3 horas, 3 días por se-
mana) son gratuitas. Los abogados 
no cobran. Se creó para asesorar a 
personas que pudieran beneficiar-
se del Código de Buenas Prácticas, 
pero apenas una décima parte de 
quienes recurren al servicio entran 
en esa categoría. La oficina traba-
ja con personas que no pueden ha-
cer frente a la hipoteca, cuando 
ya han dejado de pagar pero no 
recibido la orden de desahucio. 

Asesoramiento 
gratuito en Ourense
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La Asociación Española de Ban-
ca (AEB) considera que sería 
«perjudicial» acometer «refor-
mas de calado» en la Ley Hipo-
tecaria como forma de luchar 
contra los desahucios, ya que 
podría «romper la seguridad ju-
rídica» para los acreedores y 
encarecería y limitaría el crédi-
to para acceder a una vivienda.

En una carta remitida a los 
bancos, el presidente de la AEB, 
Miguel Martín, señala que la mo-
dificación podría «alterar el mer-
cado de cédulas hipotecarias», 
en el que los inversores extran-
jeros representan un porcentaje 

relevante». Aunque admite que 
«la crisis genera dificultades para 
pagar a un número importante de 
hogares», Martín deja claro que 
«casi el 97 % de las familias espa-
ñolas con hipoteca está hacien-
do frente a sus obligaciones», se-
gún datos del Banco de España. 
   El presidente de la Xunta en 
funciones, Alberto Núñez Fei-
joo, se mostró ayer convencido 
de que el decreto del Gobierno 
para evitar desahucios «va a so-
lucionar miles de problemas». 
Por su parte, el PSOE coordinará 
a sus alcaldes para ayudar des-
de los ayuntamientos a familias 
amenazadas por el desahucio.

La banca cree que cambiar la ley
limitará el acceso a la vivienda
MADRID / EFE

Desahucios: economía y leyes
s evidente que el real decre-
to para detener la lacra de 
los desahucios aprobado el 
jueves supone simplemente 
un parche, aunque con pri-
sas una solución que supu-
siera una modificación sus-
tancial de leyes podría tener 
consecuencias indeseables. 
Y más cuando no se sabe 
con exactitud la extensión 
del problema ni se ha eva-

luado el efecto del Código de Buenas 
Prácticas. El CGPJ habla de 350.000 eje-
cuciones hipotecarias, pero podría ser 
que solo 15.000 fueran desahucios de 
vivienda habitual. Además los bancos 
aseguran que aceptan cientos de dacio-
nes en pago de particulares y han rene-

gociado miles de hipotecas. Llegan tar-
de y mal.

En esta situación hay que tener mucho 
cuidado con las posiciones maximalis-
tas. Algunas plataformas solicitan que 
se apruebe la dación en pago retroacti-
va con carácter general. Como bien sa-
bemos por la teoría de incentivos, no so-
lo las familias con problemas se apunta-
rían. Habría miles de oportunistas que, 
pudiendo continuar pagando su hipote-
ca, dejarían de hacerlo para evitar seguir 
costeando por una vivienda que no vale 
lo que les queda por abonar de hipote-
ca. La consecuencia inmediata sería un 
aumento sustancial de la morosidad de 
las hipotecas, que ahora está solo en el 
3,2 %, el hundimiento del mercado de 
cédulas y el incremento generalizado de 

las dotaciones de la banca. Por tanto, los 
contribuyentes otra vez al rescate. Se ar-
gumenta que las encuestas señalan que 
el 95 % de los ciudadanos están a favor 
de detener los desahucios. Seguro que 
muchos menos estarían a favor de pa-
gar 2.000 euros más de impuestos para 
detenerlos sabiendo que un montón de 
desaprensivos se aprovecharían de ello. 
En toda esta polémica la actitud de al-
gunos colectivos e instituciones ha si-
do sorprendente. 
    Por ejemplo, sindicatos de policías 
que decían que no realizarían más de-
sahucios o ayuntamientos que alentaban 
a que se incumpliera la ley.  Jueces que 
buscan interpretaciones imposibles de 
la legislación vigente o jueces decanos 
que hacen algunas propuestas que ellos 

mismos creen que pueden considerar-
se «improcedentes, inviables o incluso 
descabelladas». Si la idea era concien-
ciar a la ciudadanía sobre el problema, 
llegan tarde. La actitud constructiva es 
la mostrada por el juez Fernández Sei-
jo, quien elevó una pregunta al Tribunal 
de la UE sobre la regulación de la eje-
cución forzosa siguiendo los conductos 
de un profesional competente. 
   Se debería haber prevenido este pro-
blema introduciendo instrumentos le-
gales para actuar en caso de sobreen-
deudamiento familiar en las sucesivas 
reformas de la ley concursal. Por des-
gracia, no se hizo. Intentar ahora solu-
ciones drásticas aprisa y corriendo pue-
de hacer que el remedio sea peor que la 
enfermedad.
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